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RESUMEN

ABSTRACT

Una de las etapas más importantes de la vida de un proyecto minero es la fase de rehabilitación y 
cierre. Es necesario que la rehabilitación y cierre se realicen de manera adecuada para minimizar 
los impactos negativos, recuperar el sitio minero llevándolo a un estado lo más parecido posible 
al estado previo a la explotación minera, y prevenir la existencia futura de pasivos ambientales 
mineros. El Estado debe establecer un marco normativo e institucional que garantice un adecuado 
proceso de rehabilitación y cierre y delimite las responsabilidades de las empresas frente a la 
existencia de pasivos ambientales mineros. Si debido a las debilidades institucionales y legales 
la empresa no cumple con sus responsabilidades, el Estado deberá asumir la responsabilidad de 
financiar, con recursos públicos, los costos de rehabilitación y cierre de minas y/o los costos de 
remediar pasivos ambientales.

One of the most important stages in a mining project’s life is the reclamation and closure. It is 
necessary that reclamation and mine closure are carried out in an appropriate manner, in order 
to minimize negative impacts, recover the natural status of the mine site and prevent the future 
existence of environmental mining liabilities. The State should establish a legal and institutional 
framework that guarantees an appropriate reclamation and mine closure process and define the 
companies’ responsibilities with environmental mining liabilities. If a mining company doesn’t 
assume its responsibilities, the State should cover, with the use of public resources, the cost of 
reclamation and mine closure and the cost of remediation of environmental mining liabilities.

Palabras clave: Rehabilitación, cierre de minas, pasivos ambientales mineros, Guatemala, 
política fiscal, minería

Key words: Reclamation, mine closure, environmental mining liabilities, Guatemala, fiscal 
policy, mining
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Los proyectos mineros tienen un ciclo de vida 
limitado, que cuenta con diferentes etapas y no 
se reduce únicamente a la explotación de los 
minerales. Una de las etapas más importantes 
de los proyectos mineros es la fase de cierre y 
rehabilitación, de cuya buena gestión depende 
la minimización de los impactos que puedan 
generarse en materia ambiental, social y 
económica.

Los países con sectores mineros gestionan de 
diferente manera la etapa de rehabilitación y 
cierre, pero en términos generales se trata de 
una etapa cuyos propósitos son la minimización 
de impactos negativos y el procurar que el sitio 
explotado sea recuperado a un estado lo más 
parecido posible al que se encontraba previo 
al inicio de las operaciones mineras. Para ello, 
los países han apostado por marcos normativos 
que establecen la planificación del cierre como 
requisito para el otorgamiento de derechos, 
identifican los mecanismos para garantizar los 
recursos para financiar una rehabilitación y 
un cierre apropiados, y definen el papel de las 
entidades públicas para vigilar y monitorear la 
implementación adecuada de las medidas de 
rehabilitación, así como la autoridad necesaria 
para imponer sanciones. 

La preocupación de los países por garantizar que 
el proceso de cierre se realice apropiadamente 
está relacionada con el potencial riesgo de 
existencia de pasivos ambientales mineros 
(PAM), es decir, daños derivados del cierre 
inadecuado de la mina, con implicaciones para 
el ambiente, la salud y la seguridad que pueden 
perdurar en el largo plazo. La existencia de 
PAM supone una demanda para los países por 
contar con recursos legales e institucionales que 
faciliten y garanticen su remedio.

Guatemala presenta serias deficiencias 
legales e institucionales en el manejo de 
la fase de rehabilitación y cierre de minas 
y pasivos ambientales; la manera como se 

gestionan ambos depende en gran parte de las 
medidas y buenas prácticas que las empresas 
extractivas decidan implementar. En este 
contexto, la incertidumbre con respecto a 
las responsabilidades de las empresas frente 
al cierre de minas y remediación de PAM —
incluyendo sus costos— supone riesgos para el 
Estado, con serias implicaciones fiscales.

Si una empresa no asume los costos de 
rehabilitación o cierre de mina, o no se hace 
responsable de remediar un PAM, el Estado 
deberá ser quien sufrague con el uso de recursos 
públicos, estas acciones. En el escenario de que 
el Estado deba asumir los costos de reclamación 
de las explotaciones de oro y plata vigentes. Se 
estima que en los próximos años (entre 2023 
y 2028) el costo de reclamación promedio por 
minas puede oscilar entre el 0.02% y el 0.21% 
del PIB. Asimismo las deficiencias en la gestión 
del proceso de cierre de minas, significa un 
riesgo potenciador para la aparición de PAM 
en el futuro, cuya remediación, debido a las 
debilidades institucionales y legales, podrían 
significar una demanda de recursos públicos 
mayor.

Ante este escenario de incertidumbre y riesgos 
potenciales, es necesario que el Estado de 
Guatemala, actúe de manera inmediata, para 
que por una parte establezca la normativa 
necesaria para garantizar cierres adecuados 
de minas, establecer responsabilidades claras 
y mecanismos adecuados de financiamiento; 
y por otra, evalúe los costos que el cierre de 
las explotaciones vigentes pueden llegar a 
representar para las finanzas públicas. Pero 
sobretodo es fundamental que el Estado 
guatemalteco establezca una suspensión en 
el otorgamiento de cualquier tipo de licencia 
y contrato extractivo e inicie un proceso de 
consulta, diálogo y consenso nacional en el que 
se discuta si las industrias extractivas deben 
formar parte, o no, del modelo de desarrollo del 
país.

INTRODUCCIÓN
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El presente documento profundiza en los 
aspectos antes mencionados, y para ello se 
divide en cinco secciones. La primera realiza una 
breve descripción de la fase de rehabilitación 
y cierre de minas y presenta algunas de las 
prácticas que a nivel internacional se han 
implementado al respecto. La segunda, con 
base en el marco legal e institucional vigente, 
describe el rol de las instituciones públicas de 

Guatemala en la fase de cierre y se realiza un 
análisis de las posibles implicaciones fiscales de 
la fase de cierre de un proyecto extractivo. En 
la tercera, se presenta el concepto de PAM, las 
experiencias internacionales en gestión de esta 
clase de pasivos y la forma en que se gestionan en 
Guatemala. Las últimas dos secciones contienen 
las conclusiones del estudio y recomendaciones 
en base a los hallazgos encontrados.



10 Implicaciones fiscales del 
cierre de minas en Guatemala

FA
SE

 D
E 

CI
ER

RE
 D

E 
MI

NA
S

Las actividades mineras son actividades 
económicas basadas en la explotación de 
recursos naturales no renovables, por lo que 
la vida de estos proyectos es finita. El ciclo de 
vida de los proyectos mineros no se limita 
únicamente a la explotación de los minerales, 
sino que comprende una serie de etapas cuya 
duración está en función de la magnitud del 
proyecto, la ubicación, el tipo de yacimiento y 
mineral, y el capital destinado a la inversión. En 
términos generales, las principales etapas del 
ciclo de los proyectos mineros son las siguientes 
(ELAW, 2010): 

a)	 Reconocimiento y prospección
	 Las actividades mineras pueden desarrollarse 

con respecto a yacimientos mineros que aún 
no han sido determinados, o con respecto a 
aquellos sobre cuyo potencial se tiene mayor 
información. En el primer caso, se abre una 
etapa de reconocimiento que consiste en 
levantamiento de mapas o realización de 
estudios o trabajos de investigación dirigidos 
a establecer la existencia y naturaleza 
de estructuras geológicas en un espacio 
territorial determinado. Estos estudios 
e investigaciones persiguen recoger y 
evaluar la información geológica, geofísica y 
geoquímica general de un área determinada 
con el objeto de facilitar la identificación 
de yacimientos mineros específicos que 
puedan ser incluidos en una posterior 
etapa de desarrollo minero. En el segundo 
caso, se inicia el ciclo del proyecto con la 
etapa de prospección, definida como la 
búsqueda de recursos minerales basada en 
las particularidades geológicas del suelo 
y subsuelo, con el objeto de identificar un 
yacimiento minero específico. 

b)	 Exploración
	 La información sobre la ubicación y el valor 

del yacimiento de minerales se obtiene 
durante la fase de exploración, la cual se 
define como el conjunto de actividades 

destinadas a reconocer la magnitud, forma, 
posición, características, ley de minerales y 
valor de un yacimiento minero determinado. 
Generalmente, se realiza mediante sondajes 
o perforaciones del suelo y subsuelo que 
tienen por objeto calcular las reservas 
económicas de mineral existente (reservas 
probadas) y estimar, además, las reservas 
probables y posibles. La fase exploratoria de 
un proyecto minero comprende el desbroce 
de áreas extensas de vegetación para 
permitir la entrada de vehículos pesados 
sobre los cuales se montan plataformas  
de perforación. 

c)	 Desarrollo 
	 Si la fase de exploración demuestra que 

existe un yacimiento mineral de dimensiones 
y grado suficientes, entonces el proyecto 
puede empezar a planear el desarrollo de la 
mina. El desarrollo consiste en construir las 
obras que permitan el acceso hacia y dentro 
del yacimiento ya explorado para ponerlo 
en condiciones de ulterior explotación. En 
términos generales, esta fase tiene dos 
componentes: a) construcción de caminos; y 
b) preparación del lugar y desbroce.

	 La construcción de caminos puede tener 
impactos considerables en el ambiente, 
en especial si estos atraviesan zonas 
ecológicamente sensibles o pasan cerca 
de comunidades que hasta entonces 
estuvieron aisladas. En caso de que una 
mina se ubique en una zona remota y sin 
desarrollo, quien propone el proyecto puede 
necesitar, primero, preparar el terreno para 
la construcción de áreas de trabajo que 
alojen al personal y equipos. Aun antes de 
que el terreno sea minado, las actividades 
asociadas con la preparación y desbroce del 
lugar pueden tener impactos ambientales 
significativos, especialmente si dicho lugar se 
encuentra en el interior o al lado de zonas 
ecológicamente sensibles. 

1. FASE DE CIERRE DE MINAS
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d) 	Explotación
	 La explotación se define como el conjunto de 

acciones destinadas a la extracción y traslado 
del mineral contenido en un yacimiento, 
hasta sacarlo de él. En general, existen 
cuatro métodos de explotación: a) minería 
de tajo abierto; b) minería aluvial; c) minería 
subterránea; y d) reprocesamiento en minas 
inactivas y relaves. Independientemente 
del método empleado, todos los tipos de 
explotación minera desarrollan al menos 
cuatro actividades: a) retiro de material 
estéril; b) extracción; c) beneficiado (o 
concentración); y d) transporte y embarque. 

e)	 Rehabilitación y cierre
	 Al término de las actividades mineras, el 

lugar de operaciones debe ser rehabilitado y 
cerrado. La rehabilitación de un área minera 
—también conocida como «reclamación»— 
se refiere «[…] tanto a la restauración de la 
tierra intervenida por la mina para alcanzar 
las condiciones antes del inicio de actividades, 
o la alteración que la ponga a disposición 
para otra actividad productiva. Las metas 
específicas de la rehabilitación incluyen la 
prevención de la contaminación del agua 
y la sedimentación, la restauración del 
hábitat silvestre y la salud del ecosistema, así 
como el mejoramiento estético del paisaje» 
(Conservación Internacional, 2000: 38). La 
meta de la rehabilitación y cierre de una 
mina debe ser siempre que el lugar retorne, 
en la medida de lo posible, a las condiciones 
ambientales y ecológicas más similares a las 
que existían previo a la apertura de la mina. 

Debido a la naturaleza de las actividades 
extractivas, especialmente en el caso de la 
extracción minera y petrolera, a lo largo de 
todo el ciclo de vida de los proyectos se pueden 
presentar impactos negativos en el ambiente, 
la sociedad, la salud y la seguridad. Muchos de 
estos impactos persisten luego de concluir la 
fase de explotación de los proyectos, durante 
décadas e incluso siglos. Si estos impactos no 
son abordados y mitigados adecuadamente se 
pueden convertir en cargas para la empresa, 
la población local y los Gobiernos de los  

países anfitriones. Es por ello que el proceso de 
rehabilitación y cierre de minas resulta crucial 
para minimizar, en la medida de lo posible, los 
potenciales impactos negativos.

1.1 Efectos del cierre de una mina

Al igual que las fases iniciales, la etapa de 
rehabilitación y cierre puede ocasionar efectos 
de carácter ambiental, social, económico y fiscal.

En materia ambiental, el cierre de minas 
representa una serie de riesgos que 
pueden ocurrir, tales como los siguientes  
(González, 1999):

a)	 Riesgo sísmico, que incluye el riesgo de 
ocurrencia de un derrumbe o colapso 
de cualquier faena o instalación de un 
proyecto minero, lo que puede afectar a las 
comunidades colindantes. Entre este tipo de 
riesgo también se incluye la posibilidad del 
colapso de tanques de relave, evento cuyo 
impacto puede alcanzar varios kilómetros.

b)	 Riesgo hidrológico, que implica la ocurrencia 
de arrastre de desechos y residuos por crecidas 
de ríos, lluvias y avalanchas; acidificación de 
aguas; solubilización de metales; arrastre 
de sedimentos; contaminación de napas 
subterráneas.

c)	 Generación de polvo que, dependiendo 
de la composición química del material 
particulado, puede ocasionar diferentes 
efectos en la salud, facilitar la erosión 
del suelo y dificultar el crecimiento de  
la vegetación.

d)	 Inhabilitación del terreno que impida su 
aprovechamiento para otras actividades 
económicas.

e)	 Generación de condiciones de inseguridad, 
ya que si el cierre de las instalaciones no 
se realiza de manera adecuada, estas se 
pueden convertir en áreas de riesgo para los 
residentes de áreas circundantes o visitantes, 
así como en fuentes de contaminación del 
suelo y del agua.
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En el ámbito económico, para los casos en los 
que la mina desempeñe un papel relevante en 
la generación de empleo, ingresos y servicios 
a nivel local, es de esperarse que con su cierre 
se produzcan impactos en el bienestar de la 
población. Estos impactos se magnifican en 
el contexto de los países en desarrollo, en 
los que los gobiernos nacionales y locales 
tienen deficiencias para impulsar alternativas 
económicas pertinentes para la comunidad 
(Conservación Internacional, 2000). 

La política fiscal constituye el principal canal de 
contribución de la minería hacia los Gobiernos 
y la economía, incluso más que la generación 
de empleos (UNRISD, 2010); por ello, el cierre 
de la mina puede provocar serios impactos en 
las finanzas públicas, especialmente si durante 
su ciclo de vida los ingresos generados no 
fueron administrados de manera estratégica y 
transparente. Los efectos del cierre de minas 
serán más evidentes si: a) el financiamiento 
del presupuesto a nivel nacional y a nivel 
local depende principalmente de los ingresos 
generados por la minería, por lo que los montos 
se verán seriamente reducidos al no contar 
con una fuente alternativa de financiamiento; 
y b) los ingresos públicos generados por la 
minería no se destinaron de manera prioritaria 
hacia inversiones (como salud y educación) 
que permitieran crear bases para impulsar 
un proceso de desarrollo sostenible tanto a 
nivel nacional como local. De presentarse esta 
situación, toda expectativa pasada de que las 
actividades extractivas puedan ser un vehículo 
para financiar procesos de desarrollo quedaría 
sin validez. 

En términos sociales, el carácter conflictivo de 
la minería puede persistir durante esta etapa, 
especialmente si no existe claridad en cuanto a 
las responsabilidades y garantías de realizar un 
adecuado cierre de minas. La causa del conflicto 
en esta etapa son los legados negativos de las 
actividades mineras, que socavan el acceso de 
la comunidad a los recursos naturales (Adler, 
Claassen, Godfrey, & Turton, 2007).

1.2	 El proceso de rehabilitación y cierre

El cierre de una mina puede ser planificado o 
no, temporal o permanente, y puede obedecer 
a diferentes causas: agotamiento de las reservas 
de minerales; baja demanda o precios de los 
minerales explotados; mal manejo financiero 
de la empresa; conflictos laborales, sociales, 
políticos o ambientales, y cambios en la 
legislación (Oyarzún Muñoz, 2008).

Si el cierre se realiza inadecuadamente, sin 
control sobre las diferentes implicaciones 
sociales, ambientales y económicas vinculadas 
con el proyecto extractivo, puede tener 
consecuencias negativas en el ambiente físico, 
biológico y humano, lo que implica altos costos 
para el gobierno nacional, así como para los 
gobiernos locales y las comunidades cercanas 
a la explotación. La responsabilidad básica del 
cierre de minas corresponde a las empresas y 
los gobiernos que las regulan.

Un elemento fundamental para que un 
proceso de cierre se realice adecuadamente 
es la existencia de un marco legal que defina 
con claridad las obligaciones de las empresas 
extractivas durante el proceso de rehabilitación 
y cierre, así como sus responsabilidades frente 
a potenciales efectos negativos futuros. La 
ausencia de un marco legal para el cierre 
de minas puede provocar que las entidades 
gubernamentales, que directamente regulan 
y vigilan las actividades mineras, actúen de 
manera ineficiente. De esa cuenta, un marco 
regulatorio apropiado para el cierre de minas 
debe (Banco Mundial & Corporación Financiera 
Internacional, 2002):

•	 Incluir el proceso de cierre como parte de los 
requisitos para el otorgamiento de derechos 
mineros.

•	 Especificar los procedimientos de cierre de 
minas, los requisitos y estándares ambientales 
y las responsabilidades institucionales,  
que incluyan:
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o	Los requerimientos y procedimientos 
que aseguren una efectiva y significativa 
consulta con las comunidades locales, 
como parte de la preparación y 
planificación del cierre de la mina;

o	Responsabilidades de monitoreo y gestión 
de pasivos ambientales.

•	 Requerir actualizaciones periódicas del plan 
de cierre durante toda la vida de la mina.

•	 Definir responsabilidades para la provisión 
de los recursos financieros necesarios para 
cubrir los costos del cierre.

Complementariamente a la normativa legal, 
es fundamental que los países cuenten con 
capacidades institucionales para afrontar el 
cierre de proyectos mineros, en especial en 
las entidades vinculadas con la vigilancia y 
regulación de las actividades mineras.

Durante la etapa de cierre de una mina es 
necesario prestar especial atención a los 
impactos ambientales, que pueden ser mucho 
mayores a los que se generen durante otras 
etapas del ciclo de vida del proyecto minero. 
Si no se atienden oportunamente, las pilas de 
rocas de desecho, tajos abiertos, embalses de 
relaves y pilas de lixiviación pueden generar y 
liberar aguas altamente tóxicas, ocasionando 
efectos negativos en los cursos de agua y vida 
acuática (ELAW, 2010). Por ello, es importante 
que se implementen acciones de rehabilitación 
del área explotada, tanto durante la vida de la 
mina, como en la fase de cierre, lo que a su vez 
permite reducir significativamente los costos 
que dichos impactos pueden provocar.

Es importante que los posibles costos de 
reclamación o rehabilitación, así como 
los costos de los impactos que se puedan 
presentar después del cierre de una mina, se 
evalúen desde antes de autorizar el proyecto 
minero. Si bien esa evaluación se realiza con 
base en probabilidades, puede conducir a 
tres escenarios: a) podría haber una decisión 
con respecto a que los riesgos son demasiado 
altos y simplemente no se permita realizar la 
extracción de minerales; b) podría existir la 
decisión de que los riesgos son aceptables y el 
proyecto sea autorizado; o c) el derecho minero 

sea otorgado por el gobierno con la condición 
de que la empresa pague una fianza o presente 
una condición de garantía lo suficientemente 
alta como para hacer frente a los potenciales 
problemas futuros que el cierre del proyecto 
pudiera presentar (IIED, 2003). Es decir, un 
proyecto minero no debería ser aprobado 
a menos de que la empresa minera haya 
presentado un plan detallado de rehabilitación, 
que sea técnica y financieramente viable.

1.2.1	 Planes de rehabilitación y cierre

El proceso de rehabilitación y cierre de un 
proyecto minero se debe realizar con base en 
cuatro premisas (Perú, Ministerio de Energía y 
Minas, 2006): 

•	 El reconocimiento de que la minería genera 
impactos ambientales que alteran de forma 
permanente el suelo, el subsuelo, recurso 
hídrico y el entorno natural de la comunidad.

•	 Si bien los recursos naturales no pueden ser 
devueltos al estado en el que se encontraban 
previo al desarrollo de las actividades 
mineras, se puede tratar de minimizar los 
impactos negativos ocasionados en ellos, 
intentando que puedan ser nuevamente 
utilizados.

•	 Los impactos sociales causados por el cierre 
de la mina pueden ser minimizados.

•	 Considerar desde las primeras etapas 
del proyecto los efectos y consecuencias 
potenciales que pueden ocurrir a largo plazo 
y manejarlos apropiadamente.

Al momento de planificar el proceso de cierre 
de una mina, los titulares del derecho minero 
deben realizar una constante actualización en 
función de los cambios que se deriven de las 
operaciones de la mina; pero, sobre todo, deben 
mantener una comunicación y coordinación 
constantes con los gobiernos nacionales y 
locales, y con las comunidades que pueden 
ser afectadas por el cierre de la mina. Es decir, 
el proceso de planificación de la mina debe 
ser participativo, en el que todos los actores 
involucrados puedan expresar y consensuar sus 
expectativas y acciones a implementar.
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Los objetivos principales que persiga la 
planificación del cierre de mina deben ser los 
siguientes: asegurar que no se comprometa 
la salud ni la seguridad pública en el futuro; 
los recursos ambientales no estén expuestos a 
deterioro físico ni químico; el uso posterior del 
área explotada sea beneficioso y sustentable en 
el largo plazo; cualquier impacto socioeconómico 
adverso sea minimizado, y todos los beneficios 
socioeconómicos sean maximizados (UNEP, 
UNDP, OSCE & NATO, 2005).

Para que el cierre de una mina cumpla con los 
objetivos planteados es fundamental que las 
empresas cuenten, desde las etapas tempranas 
del proyecto, con planes de rehabilitación y 
cierre que vayan más allá del concepto de 
plan de cierre que contienen los estudios de  
impacto ambiental. 

El plan debe contener los detalles sobre cómo 
la empresa rehabilitará el área minera hasta 
llevarla a una condición lo más parecida posible 
a la calidad ambiental previa a la mina; cómo 
va a prevenir, a perpetuidad, la liberación 
de contaminantes tóxicos de las distintas 
instalaciones de la mina (tales como tajos 
abiertos abandonados y depósitos de relaves); 
y cómo se asignarán fondos suficientes para 
asegurar que los costos de rehabilitación y cierre 
sean cubiertos. Las medidas de reclamo que 
se incluyan en un plan cierre deben al menos 
abordar la rehabilitación de los siguientes 
elementos: pilas de sobrecarga y rocas de 
desecho, tajos abiertos, embalses de relaves 
húmedos, pilas y botaderos de lixiviados. 
Además, incluirán las medidas necesarias para 
revegetar el área de explotación, de manera 
que sea pertinente con el tipo de ecosistema 
existente previo al proyecto y el uso previsto de 
la tierra (ELAW, 2010). Es importante que en el 
largo plazo se mantenga un monitoreo constante 
de las áreas mineras reclamadas y se cuente con 
reglas claras que establezcan responsabilidad 
ante el surgimiento de pasivos ambientales.

Los recursos financieros que se destinen para 
la rehabilitación y el cierre constituyen un 
aspecto de gran importancia, pues responden 
a la pregunta sobre quién pagará los costos 
de ambas acciones. Lo ideal es que todas las 
empresas extractivas los internalicen como 

parte de sus costos y que el Estado tenga la 
capacidad de sancionar a las empresas si no lo 
hacen. Sin embargo, si las empresas no asumen 
los costos de ese proceso y el Estado no cuenta 
con las herramientas y capacidades legales 
e institucionales para obligarlas, se pueden 
presentar dos escenarios: reclamar y cerrar un 
sitio minero con fondos públicos, o dejar que 
los ciudadanos lidien por su cuenta con los 
impactos ambientales, sociales y económicos 
del cierre de la mina.

1.3	 Experiencias internacionales

A nivel internacional no existe una entidad 
o alguna norma que regule el proceso de 
cierre de un proyecto minero. Cada país 
aborda de diferentes maneras esta fase; en 
algunos se cuenta con legislación especial para 
regular todos los aspectos vinculados con el 
cierre, en otros, este proceso se encuentra 
reglamentado en varios cuerpos legales. La 
tendencia es, sin embargo, que la existencia 
de leyes, regulaciones, estándares o normas 
aplicables a esta fase de la actividad minera en 
la mayoría de países sea escasa o inexistente  
(Strongman, 2000).

1.3.1	 Australia

En el caso de Australia, cada estado y territorio 
es responsable de administrar y regular las 
actividades extractivas que se realicen en su 
jurisdicción, pero estas actividades también 
están sujetas a leyes federales. En el cuerpo 
legal de Australia, los aspectos relacionados 
con el cierre de minas se reconocen como un 
componente fundamental de las propuestas 
de proyectos de esta índole. Todos los estados 
y territorios cuentan con políticas de cierre de 
minas que exigen a las compañías el desarrollo 
de planes de rehabilitación específicos para cada 
sitio minero, los cuales deben ser aprobados 
por la autoridad reguladora. En algunas 
jurisdicciones se requiere que las empresas 
paguen garantías financieras para el proceso de 
cierre, cuyos montos se establecen mediante 
diferentes criterios (MMSD, 2002).
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Desde el año 2000, Australia cuenta con el Marco 
estratégico para el cierre de minas, desarrollado 
en conjunto por el Consejo de Minerales y 
Energía de Australia y Nueva Zelanda (ANZMEC, 
por sus siglas en inglés) y el Consejo Australiano 
de Minerales. Este marco estratégico establece 
lineamientos guía para que los procesos de 
cierre sean consistentes en todos los territorios 
australianos; las especificidades de esta clase 
de procesos son establecidas por leyes y 
regulaciones particulares en cada territorio 
(ANZMEC & Minerals Council of Australia, 2000).

1.3.2 Canadá

El Gobierno federal de Canadá es responsable de 
regular el cierre y la rehabilitación de minas en 
los territorios del noroeste del país, en Nunavut 
y Yukon. En el resto del territorio de Canadá las 
actividades mineras son administradas por los 
gobiernos de las provincias (ANZMEC & Minerals 
Council of Australia, 2000).

En el nivel provincial, todas las autoridades 
exigen la presentación de planes de cierre 
y abandono de minas como parte de la 
evaluación de impacto ambiental del proyecto 
y como requisito para el otorgamiento de 
licencias. Al igual que en Australia, la mayoría 
solicita garantías financieras que cubran la 
implementación de los planes de cierre, las 
cuales varían en cuantía y forma de cálculo 
en cada provincia. Además de estas garantías 
exigidas por cada provincia, con base en la Ley 
de Aguas y Juntas de Agua el Gobierno federal 
demanda una garantía de hasta el 10% del valor 
total del proyecto (Ospina & Molina , 2013).

En Canadá, debe procurarse que los procesos 
de cierre sean participativos, de tal manera que 
cuenten con el respaldo de los actores; además, 
es deseable que se considere la inclusión de 
los pueblos indígenas y su propiedad sobre los 
recursos (Claussen, 2001).

1.3.3 Chile

En el caso de Chile, la regulación del cierre de 
minas está contenida en varios cuerpos legales, 
y existen referencias al cierre de minas tanto en 
la legislación ambiental como en la legislación 
específica del sector extractivo. 

«La descripción de la fase de cierre y/o 
abandono, si la hubiere, detallando las 
acciones, obras y medidas que implementará 
el titular del proyecto o actividad […]» (Chile, 
Ministerio Secretaría General de la Presidencia 
de la República, 2002) debe incluirse en 
los instrumentos de evaluación ambiental 
presentados en las fases iniciales del proyecto. 
Sin embargo, una de las debilidades existentes es 
la ausencia de un sistema de control adecuado 
para asegurar que las empresas operadoras 
cumplan con los compromisos estipulados en su 
estudio de impacto ambiental (IIED, 2003). 

La participación de la ciudadanía en la fase 
de aprobación de los estudios de impacto 
ambiental se encuentra contemplada en la 
legislación, lo cual ofrece la posibilidad de que 
personas o entidades afectadas por el proyecto 
minero manifiesten su oposición. No obstante, el 
tiempo para acceder a la información contenida 
en los documentos de evaluación de impacto 
ambiental y manifestar oposición es limitado 
(Bastida & Sanford, 2004).

1.3.4 Perú

Perú cuenta con una normativa específica que 
regula el cierre minero: Ley Nº 28090, Ley que 
Regula el Cierre de Minas, y Decreto Supremo Nº 
033-2005, Reglamento para el Cierre de Minas. 
En estas piezas legales se establece la obligación 
de los titulares de la actividad minera de contar 
con un plan de cierre de minas aprobado, previo 
a iniciar operaciones. El Ministerio de Energía y 
Minas es responsable de aprobar los planes de 
cierre y fiscalizar su cumplimiento.

El plan de cierre contempla las acciones de 
rehabilitación y su respectivo costo, así como 
los métodos de monitoreo para las etapas 
posteriores al cierre. Las leyes peruanas 
establecen el pago de garantías financieras para 
cubrir los costos de las medidas de rehabilitación 
y cierre, así como la necesidad de que, previo a 
su aprobación, el plan de cierre sea socializado 
con los gobiernos locales y las comunidades 
cercanas al proyecto, quienes podrán remitir 
por escrito sus observaciones (Perú, Congreso 
de la República, 2003).
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Las actividades mineras han estado presentes 
en la historia de Guatemala desde la época 
prehispánica (Guatemala, MEM, 2012), por 
lo que diferentes proyectos extractivos han 
concluido a lo largo del tiempo. Sin embargo, 
a la fecha no existe registro de algún proceso 
de cierre de mina, ya finalizado, que se haya 
documentado (Guatemala, MEM, UIP, 2016).

La Ley de Minería vigente, Decreto 48-97, data de 
1997. Para ese año el contexto de la minería era 
diferente, pues la mayor parte de las actividades 
mineras se desarrollaba a pequeña escala. Eso 
cambió en 2003, con el otorgamiento de la 
licencia de explotación LEXT-541 al proyecto 
Marlin I, del titular Montana Exploradora de 
Guatemala S.A. Con ese proyecto inició la 
minería a gran escala en el país, observándose 
un crecimiento significativo en la extracción de 
minerales metálicos. La Mina Marlin comenzó 
con la producción de oro y plata en 2005 y, a 
partir de ese año, ha sido responsable de la 
mayor parte de la producción minera del país, 
que alcanzó su punto máximo en 2011, cuando 
el valor de la producción llegó a los Q7,295.3 
millones (Guatemala, MEM, 2015).

En el Decreto 48-97 se contemplan las 
regulaciones específicas para las operaciones 
mineras que se desarrollan en Guatemala, 
y se establecen los requisitos que es 
necesario cumplir para solicitar licencias de 
reconocimiento, exploración y explotación, así 
como las responsabilidades que corresponden 
al titular del derecho minero. Sin embargo, una 
de las fases más importantes de todo proyecto 
extractivo, la fase de rehabilitación y cierre, se 
contempla en la ley de manera vaga y superficial.

El literal «j» del artículo 31, Decreto 48-
97, establece que entre las obligaciones del 
titular del derecho minero se encuentra «[…] 
Presentar en caso de suspensión temporal o 
definitiva de operaciones, informe y planos del 

estado en que quedan las obras mineras […]» 
(Guatemala, Congreso de la República, 1997). 
Es decir, la legislación estipula la posibilidad 
de un abandono o cierre no planificado de 
los proyectos mineros, pero se limita a exigir 
un informe sobre el estado de las obras, sin 
establecer las responsabilidades del titular del 
derecho con respecto a la rehabilitación del 
área minera.

Ni en la Ley de Minería, ni en su respectivo 
reglamento, se aborda la necesidad de que 
los proyectos mineros planifiquen su proceso 
de rehabilitación y cierre; tampoco se define 
quién debe asumir los costos de ese proceso, 
las penalidades si no se realiza, ni el proceso de 
monitoreo en la fase postcierre. Otro vacío de la 
ley es que no se define cuál o cuáles instituciones 
públicas deben involucrarse en este proceso, ni 
cuál debiera ser su rol.

Si bien la normativa específica del sector 
minero no regula las fases finales de la vida 
de un proyecto extractivo, hay aspectos de 
la normativa ambiental nacional que pueden 
aplicarse, especialmente en lo que se refiere 
a la obligatoriedad de presentar instrumentos 
de evaluación de impacto ambiental, por ser 
considerados como proyectos con un alto 
impacto ambiental potencial o riesgo ambiental 
(Guatemala, MARN, 2005).

Como parte de los estudios de impacto 
ambiental presentados, los proyectos mineros 
incluyen los lineamientos generales del proceso 
de recuperación ambiental y el concepto 
del plan de cierre. A pesar de ello, no hay 
dentro de la normativa ambiental vigente un 
requerimiento para las empresas mineras con 
respecto a presentar un plan de rehabilitación 
y cierre detallado, en el que se describan todas 
y cada una de las medidas a implementar para 
reclamar el área explotada, cerrar el proyecto 
y monitorear, en el mediano y largo plazos, los 

2. REHABILITACIÓN Y CIERRE  
DE MINAS EN GUATEMALA
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generarse en la fase postcierre. Otra de las 
limitantes del concepto de plan de cierre de 
minas contenido en los estudios de impacto 
ambiental es que no incorpora una estimación 
de los costos de implementación de dicho plan, 
ni cómo la empresa gestionará los recursos 
financieros que permitan cubrirlos. 

Al tiempo en que no existe una obligatoriedad 
legal de elaborar e implementar un plan de 
rehabilitación y cierre, los titulares de los 
derechos mineros no tienen la responsabilidad 
legal de cubrir los costos de reclamo del área 
explotada. La única obligatoriedad la definen 
los compromisos ambientales que asume el 
titular del derecho minero, en el marco de 
la presentación y aprobación del estudio de 
impacto ambiental. De acuerdo con el Ministerio 
de Ambiente y Recursos Naturales (MARN), 
en el caso de las actividades mineras debería 
incluirse, entre los compromisos ambientales 
que se asuman, la elaboración de instrumentos 
ambientales para el cierre y postcierre (Guatemala, 
MARN, UIP, 2016).

El Acuerdo Gubernativo 23-2003, Reglamento 
de Evaluación, Control y Seguimiento Ambiental, 
faculta al MARN para establecer una fianza 
de cumplimiento «[…] como garantía de 
cumplimiento de los compromisos ambientales 
asumidos por el proponente […]» (Guatemala, 
MARN, 2003). Esta fianza será definida por 
la Dirección General de Gestión Ambiental y 
Recursos Naturales (Digarn) con base en la 
revisión del estudio de impacto ambiental y 
su pago es un requisito obligatorio previo a 
la aprobación del instrumento de evaluación 
ambiental. La posibilidad de establecer una 
fianza para el cumplimiento de compromisos 
ambientales es exclusiva del MARN: el 
Ministerio de Energía y Minas (MEM) no cuenta 
con ninguna base legal que le permita exigir 
garantías financieras para cubrir los costos de 
rehabilitación y cierre. 

En el marco de la aprobación de los instrumentos 
de impacto ambiental, el cumplimiento de 

los compromisos asumidos por las empresas 
depende de la verificación que realice el MARN, 
por conducto del Departamento de Seguimiento 
y Vigilancia Ambiental (Guatemala, MARN, 
2003). En este aspecto es importante señalar 
que, mediante una resolución de acceso a 
la información pública, se conoció que en la 
actualidad la referida dependencia del MARN 
únicamente cuenta con ocho inspectores 
responsables de la verificación del cumplimiento 
de los compromisos ambientales de todos los 
instrumentos registrados en el ministerio. Por 
ello, pese a que la verificación se encuentra 
estipulada entre sus funciones, el MARN no 
tiene la capacidad de darle seguimiento a la 
totalidad de proyectos, lo que a su vez lo obliga a 
priorizar aquellos que han causado conflictividad 
(Guatemala, MARN, UIP, 2016). 

En cuanto al rol del MEM en el proceso de 
rehabilitación y cierre, mediante respuesta 
a una solicitud de acceso a la información 
pública, la unidad de Gestión Socio Ambiental 
de dicho ministerio manifestó que, a la fecha, 
no se tiene conocimiento de ningún proceso de 
cierre que se haya realizado en el pasado, por 
lo que se desconocen «[…] las acciones que el 
Ministerio implementa, los recursos de diversa 
índole que requiere o cuál es el costo de las 
mismas […]» (Guatemala, MEM, UIP, 2016). En 
la misma resolución, el MEM señala que, a pesar 
de que la legislación ambiental resulta débil 
para las actividades de minería metálica, su 
carácter general permite aplicar el principio de 
precaución, lo que implica que estos proyectos 
inicien su proceso de cierre lo más pronto 
posible. En ese sentido, el MEM menciona 
como ejemplo a la Mina Marlin, proyecto que 
ya ha desarrollado los instrumentos ambientales 
para el cierre de dos áreas de trabajo, mientras 
continúa con la explotación. A pesar de lo 
señalado por el MEM, al solicitar al MARN el plan 
de cierre del referido proyecto, se indicó que la 
autoridad ambiental no tiene registros acerca de 
un plan de cierre dentro del expediente de dicho 
proyecto (Guatemala, MARN, UIP, 2016).
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2.1	 Costos de rehabilitación en Guatemala

En el nivel internacional, una buena práctica 
en las etapas finales de proyectos mineros es 
contar con planes de rehabilitación y cierre que 
contengan los costos estimados de las acciones 
que se implementarán para restaurar el área 
explotada, cerrar operaciones y mantener un 
monitoreo que prevenga impactos ambientales 
en el mediano y largo plazos. Es deseable, 
además, que esta información no solo esté en 
poder de las empresas, sino también del Estado, 
la población y cualquier otro actor que pueda 
verse afectado por el cese de operaciones de  
la mina.

Como se mencionó anteriormente, en Guatemala 
las entidades que regulan las actividades 
mineras no cuentan con una estimación propia 
de los costos de rehabilitación y cierre. Sin 
embargo, con base en la experiencia de otros 
países, estudios independientes han estimado 
los costos de reclamación de áreas mineras en 

el país. Debido a las debilidades en el marco 
legal e institucional en el que se desarrollan las 
actividades mineras, el Estado de Guatemala 
corre el riesgo de tener que cubrir estos costos 
con recursos públicos.

En 2010, la Comisión Pastoral Paz y Ecología 
(Copae) y la entidad defensora de los derechos 
humanos denominada Unitarian Universalist 
Service Committee (UUSC) realizaron una 
estimación de los costos de rehabilitación 
del proyecto minero metálico más grande de 
Guatemala. El ejercicio consistió en calcular 
los costos de implementar medidas de 
recuperación que permitieran minimizar los 
impactos ambientales de la minería y rehabilitar, 
en la medida de lo posible, la tierra, para que 
retornara a sus usos anteriores: agricultura, 
pastoreo y silvicultura. Asimismo, se incluyó 
el control del agua superficial para prevenir la 
erosión y sedimentación en los cuerpos de agua. 
También se tomó en cuenta que la rehabilitación 
requiere la prevención de drenaje ácido de roca, 
es decir, evitar que existan fugas de metales 
tóxicos y ácido que causen contaminación 
hídrica (Copae/UUSC, 2011).1

Tarea de recuperación Descripción

Tratamiento de agua Tratamiento de las aguas de las colas; tratamiento de las aguas subterráneas y los 
drenajes ácidos de roca; y construcción de una planta de tratamiento de agua, si no 
existiera.

Caminos y bancadas de 
explotación

Renivelación de los caminos de acceso, bancadas de perforación y sumideros de 
exploración, cobertura con medios de cultivo y revegetación.
Remoción de revestimiento de las perforaciones.
Relleno y taponamiento de las perforaciones, pozos de agua y pozos de monitoreo.

Caminos Recuperación, renivelación, cobertura con medios de cultivo y revegetación de los 
caminos de acarreo desde los tajos abiertos a la trituradora y escombrera de roca 
estéril de mina, pista de aterrizaje y otros caminos en el sitio.

Bermas de tajo Construcción de bermas o barreras altas alrededor de los tajos abiertos, para evitar 
que el tráfico vehicular afecte su recuperación.

Tratamiento de cal para tajo Aplicación de cal a la roca sulfurosa en los tajos abiertos para neutralizar cualquier 
producto de lixiviación de metales tóxicos y ácidos que pueda formar.

Desagüe de tajos Corte de trinchera; instalación de alcantarilla; instalación de una bomba de drenaje.

Aberturas subterráneas Taponamiento de las aberturas subterráneas mediante concreto y roca.

Cal subterránea Aplicación de cal en trabajos subterráneos para neutralizar la formación de 
productos de lixiviación de metales tóxicos y ácidos.
Perforación de un hoyo para el desagüe de la mina.

Tabla 1 Descripción de las tareas de recuperación

1	 La contaminación hídrica por drenaje ácido de roca es uno de los tipos más graves de contaminación hídrica, por su naturaleza, extensión, 
dificultad de resolución, así como por los altos costos económicos de remediarla (Proyecto Life-ETAD, s.f.)
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Para estimar los costos de cada una de las 
tareas descritas anteriormente, Copae y UUSC 
utilizaron el software Estimador Estandarizado 
de Costos de Recuperación (SRCE, por sus siglas 
en inglés), que fue desarrollado por la División 
de Protección Ambiental de la Oficina de 
Regulación y Reclamación Ambiental de Nevada 
(NDEP, por sus siglas en inglés); el Departamento 
del Interior de los Estados Unidos; la Oficina 
de Gestión de la Tierra (BLM, por sus siglas en 
inglés) y la Asociación Minera de Nevada (NvMA, 
por sus siglas en inglés).

El SRCE fue desarrollado con el propósito de 
contar con una herramienta que facilitara la 
precisión, completitud y consistencia en el cálculo 
de los costos de rehabilitación de sitios mineros, 
y que a la vez tuviera la flexibilidad necesaria para 
tomar en consideración información particular 
sobre cada uno. Los resultados obtenidos 
mediante este software solo son estimaciones 
en función de la información introducida, pues 
los costos reales de un proceso de rehabilitación 
pueden ser influenciados por factores externos 
que no se consideren en la estimación inicial de 
costos (NDEP, BLM & NvMA, 2013). 

Pozas de procesos Recuperación de pozas de infiltración.

Roca estéril y tajos abiertos Renivelación, compactación, cobertura con medios de cultivo y revegetación de la 
escombrera de roca estéril de mina y taludes empinados de los tajos abiertos.

Vertedero Cierre y recuperación del vertedero de desechos sólidos de la mina.

Colas La recuperación de las colas requiere la cobertura de estas con una capa de baja 
permeabilidad, una capa de drenaje y una capa de medios de cultivo.

Demolición de cimientos y 
construcciones

Demolición de todas las construcciones y losas; en su lugar, enterramiento de los 
cimientos.
Cobertura y revegetación de las áreas afectadas.
Extracción de la distribución de electricidad del sitio minero.

Extracción de equipo Desmantelamiento y remoción del equipo de procesamiento y tanques.
Remoción y venta de equipo y vehículos.

Patios Rastrillaje, cobertura con medios de cultivo y revegetación de las áreas de 
almacenamiento, sitios de construcción, parqueos y otros patios.

Sedimentos y drenaje Construcción de zanjas revestidas de concreto para desviar el agua superficial y que 
no fluya sobre tajos abiertos renivelados, escombreras y colas.

Eliminación de desechos Remoción de asfalto; incineración de materiales químicos radioactivos.

Cercos Remoción del cerco existente alrededor de la mina; instalación de un nuevo cerco 
alrededor de las colas, planta de tratamiento de agua y poza de sedimento.

Extracción de tubería Remoción de tuberías terrestres.

Tendido eléctrico y subestación Extracción de líneas de tendido eléctrico y subestación.

Escollerado Revestimiento y colocación de escollerado en las zanjas perimetrales de desviación, 
derramaderos de las pozas y derramadero de la presa del dique de colas.

Monitoreo Muestreo y análisis de roca estéril de mina y colas, así como de agua subterránea y 
superficial para medir contaminantes.
Medición de la integridad y estabilidad de las escombreras de roca estéril de mina, 
vertederos, colas y diques de colas.
Muestreo de colas para la densidad y el contenido de humedad.
Muestreo de revegetación para la densidad y la riqueza de especies.
Inspección para la erosión y sedimentación.
Interpretación y análisis de los resultados del monitoreo.

Administración de construcción Administración de la construcción durante la fase de recuperación.

Costos indirectos Costo de monitorear el cumplimento de la recuperación por parte de las agencias 
gubernamentales responsables.

Fuente: Icefi/IBIS, con base en Copae/UUSC (2011).
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señalada, el ejercicio realizado por Copae y 
UUSC pudo obtener una estimación de los 
costos de implementación de las medidas de 
rehabilitación en Mina Marlin, dichos valores 
fueron actualizados a su valor en 2016 y se 
obtuvieron los siguientes resultados.

De acuerdo con las estimaciones realizadas, el 
costo de implementar medidas de recuperación 
en el proyecto extractivo Mina Marlin, es de por 
lo menos Q492.6 millones. De ese total, casi la 
cuarta parte (24.9%) corresponde al tratamiento 
de aguas superficiales de la mina; el 14.3%, a la 
recuperación de colas, y el 12.5%, al costo de 
renivelar, recubrir y revegetar la escombrera y 
los tajos abiertos.

En ese escenario, los costos del proceso de 
rehabilitación y cierre que debería asumir la 
empresa, representa el 76.5% del costo total; el 
restante 24.5% corresponde a costes indirectos 

que, como se indicó anteriormente, incluyen 
los gastos en que incurrirían las entidades 
gubernamentales que tengan bajo su mandato 
el monitoreo del cumplimiento de las obras de 
recuperación. Es decir, independientemente 
de que la empresa lidere o no el proceso de 
rehabilitación o cierre de una mina, el Estado 
debe tener un rol activo en la vigilancia de 
las tareas de recuperación implementadas 
por la empresa para que estas se realicen 
adecuadamente, previniendo así la ocurrencia 
de impactos ambientales negativos en el 
mediano y largo plazos.

Es importante considerar que, debido a las 
debilidades legales e institucionales en la fase 
de rehabilitación y cierre de minas, se corre el 
riesgo de que la empresa no cumpla con sus 
compromisos, motivo por el cual el Estado de 
Guatemala debe cubrir con fondos públicos el 
costo total de rehabilitar el área minera.

Tabla 2 Costo de las tareas de recuperación de una mina
(en millones de quetzales y como porcentaje del costo total)2

Tarea de recuperación
Costo en millones de 

quetzales
Porcentaje

Tratamiento de agua  122.5 24.9%

Caminos y bancadas de explotación  9.0 1.8%

Caminos 7.8 1.6%

Bermas de tajo 0.3 0.0%

Tratamiento de cal para tajo 1.0 0.2%

Desagüe de tajos 1.8 0.4%

Aberturas subterráneas 0.1 0.0%

Cal subterránea 0.8 0.2%

Desagüe subterráneo 1.0 0.2%

Pozas de procesamiento 2.2 0.4%

Roca estéril y tajos abiertos 61.4 12.5%

Vertedero 0.4 0.1%

Colas 70.5 14.3%

Demolición de cimientos y construcciones  11.1 2.2%

2	 Los costos presentados por Copae y UUSC fueron actualizados a sus valores en 2016, considerando el efecto de las tasas de inflación 
reportadas por el Banguat.
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2.2	Costos de cierre a nivel internacional

Los costos de rehabilitación y cierre, dependen 
de las particularidades de cada mina. Conocer 
los costos de cierre de un proyecto minero 
específico requiere conocer en detalle las 
medidas de rehabilitación que se implementarán 
y las responsabilidades que serán asumidas 
tanto por la empresa extractiva, como por el 
Estado. La principal limitante para conocer los 
costos exactos del cierre de una mina es que los 
planes de cierre son, en la mayoría de los casos, 
manejados como información confidencial 
por parte de las empresas; mientras que en el 
caso de los Estados, si exigen la presentación 
de dichos planes, no los publican, ni facilitan su 
acceso al público.

A pesar de estas limitantes, a nivel mundial, se 
han realizado estimaciones del costo de cierre 
de diferentes  proyectos. Por ejemplo, en el caso 
de Minera Yanacocha, ubicada en Cajamarca, 
Perú, que se dedica a la explotación de oro 

dentro de un área aproximada de 200 kilómetros 
cuadrados, los costos de cierre se estiman en por 
lo menos USD 461.3 millones (aproximadamente 
Q 3547.6 millones),3 incluyendo el costo de las 
actividades de cierre progresivo, cierre final y 
postcierre (M&M Estudio Jurídico, s.f.).

Otro ejemplo de estimación de costos de 
reclamación de minas,  es el estudio realizado 
por la Oficina de Gestión de la Tierra (BLM, 
por sus siglas en inglés) y el Departamento 
de Calidad Ambiental del Estado de Montana 
(DEQ, por sus siglas en inglés), para el caso de 
las minas Zortman and Landusky. Este estudio 
estima los costos de reclamación que el Estado 
de Montana debe asumir, ante la declaratoria de 
bancarrota de la empresa extractiva responsable 
de las mina s.y su consecuente incapacidad de 
implementar y financiar el proceso de cierre de 
las minas. La  rehabilitación de los 6.5 kilómetros 
cuadrados del área de ambas minas, es de USD 
110.2 millones (Q847.5 millones), sin incluir el 
tratamiento de aguas en el largo plazo (BLM & 
DEQ, 2002).4 

Extracción de equipo 4.6 0.9%

Patios 8.4 1.7%

Sedimento y drenaje  3.0 0.6%

Eliminación de desechos 3.5 0.7%

Cercos 8.2 1.7%

Extracción de tubería  1.5 0.3%

Tendido eléctrico y subestación 1.1 0.2%

Escollerado 32.7 6.6%

Monitoreo 8.1 1.6%

Administración de construcción 16.5 3.3%

Costos indirectos 115.6 23.5%

Costo total 492.6 100.0%
Fuente: Icefi/IBIS, con base en Copae/UUSC (2011).

3	 El costo estimado para la reclamación de Minera Yanacocha fue actualizado a su valor de 2016 y convertido a quetzales, considerando el 
efecto de las tasas de inflación de Perú y tipos de cambio reportados por el Banguat.

4	 El costo estimado por BLM y DEQ fue actualizado a su valor de 2016 y convertido a quetzales, considerando el efecto de las tasas de inflación 
de Estados Unidos  y tipos de cambio reportados por el Banguat.
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2.3	Posibles implicaciones fiscales de 
      la rehabilitación y cierre de minas

Las finanzas públicas de Guatemala se 
encuentran en una situación muy delicada. En 
2015 se observó una caída histórica en los niveles 
de carga tributaria (10.2% del PIB); un retroceso 
de la autonomía, capacidad administrativa y 
transparencia de la administración tributaria; 
el cierre coyuntural de fuentes externas de 
financiamiento ante la falta de planes concretos 
para la mejora de la administración tributaria 
y el fortalecimiento de la transparencia fiscal, 
así como  expectativas poco halagüeñas 
para el debate de reformas fiscales. Dada la 
imposibilidad de alcanzar la meta tributaria en 
2015, el Gobierno aplicó una política estricta de 
contención del gasto que redujo el tamaño del 
sector público al nivel más bajo desde 1997, con 
el 12.2% del PIB a diciembre de 2015. Para 2016 
la situación no parece mejorar, pues se prevé 
que durante el año el Estado guatemalteco 
reciba ingresos totales de alrededor del 11.1% 
del PIB, mientras que se espera que el gasto 
público total represente el 12.7% del PIB, y el 
gasto público social, el 7.2% del PIB, ambos por 

debajo de la tendencia mostrada en los últimos 
años (Icefi/Unicef, 2016).

En este escenario tan complejo y poco alentador 
en el mediano plazo, las implicaciones fiscales 
de un proceso de cierre de minas conllevarían 
para el Estado mayor presión sobre la demanda 
de recursos. A continuación se presenta un 
ejercicio de costeo que, considerando las 
limitaciones de información oficial sobre los 
costos de cierre de minas en Guatemala, intenta 
a grandes rasgos evaluar diferentes escenarios 
y sus posibles implicaciones fiscales. En cada 
escenario planteado, los costos se establecieron 
con base a los costos de rehabilitación y cierre 
presentados previamente para los casos de 
Perú, Guatemala y Estados Unidos. 

En el ejercicio de costeo se incluyen únicamente 
a los proyectos de explotación que, actualmente 
y de acuerdo con el catastro minero, extraen oro 
y plata. En total son 5 los proyectos vigentes, los 
cuales cubren una superficie de 82.2 kilómetros 
cuadrados.

Para estimar los costos, que a lo largo del tiempo 
podrían representar el cierre de esos 5 proyectos 
al Estado de Guatemala,  inicialmente se calcula 

Registro Área (Kms2) Nombre Titular Fecha de inicio Municipio (s) Departamento (s)

LEXT-054-08 20.00
Progreso VII

Derivada

Exploraciones 
Mineras de

Guatemala, S.A.
23/11/2011

San Jose Del 
Golfo Y San 

Pedro
Ayampuc

Guatemala

LEXT-066 7.00 Xibalba
Compañía 

Internacional
05/02/1998 Morales Izabal

LEXT-031-05 15.25
Proyecto 

Minero Cerro 
Blanco

Entre Mares de 
Guatemala, S.A.

22/09/2007
Asunción 

Mita
Jutiapa

LEXT-541 20.00 Marlin I
Montana 

Exploradora de 
Guatemala, S.A.

29/11/2003
San Miguel 

Ixtahuacán Y 
Sipacapa

San Marcos

LEXT-015-11 19.99 Escobal
Minera San 
Rafael, S.A.

04/04/2013
San Rafael 
Las Flores

Santa Rosa

Tabla 3 Licencias de explotación de oro y plata en Guatemala

Fuente: Icefi/IBIS, con base a datos del Catastro Minero del MEM.

5 El artículo 28 de la Ley de Minería establece una duración inicial de la licencia de 25 años,  la cual puede ser renovada por otros 25 
años.	
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el costo  de cierre por kilómetro cuadrado en 
cada  uno de los tres escenarios; para luego 
calcular el costo que supondría cerrar cada uno 
de los proyectos. Con base en el costo actual de 
cierre, se calcula el valor futuro de dichos costos 
en el año de cierre de cada proyecto. Debido a 
que no se cuenta con información oficial del año 
en el que cerrará cada proyecto, se considera 
que eso ocurrirá 25 años después de su fecha 
de inicio.5  

En el escenario A, se toma como referencia un 
costo de rehabilitación y cierre, de la Minera 
Yanacocha de Perú, equivalente a Q 17.8 
millones por kilómetro cuadrado. Este escenario 
es la estimación del costo mínimo que podría 
representar, para el Estado de Guatemala, 
tener que asumir los costos de reclamación de 
las explotaciones mineras de oro y plata que 
funcionan en el país.

El escenario B, está basado en las estimaciones 
de costos de rehabilitación y cierre realizadas 
para el caso de Mina Marlin en Guatemala. 
En este escenario el costo de reclamación de 
un kilómetro cuadrado de explotación minera 
alcanza los Q 24.6 millones.

El escenario C, considera un costo de reclamación 
por kilómetro cuadrado que alcanza los Q 83.5 
millones. Este escenario tiene como referencia 
los costos de rehabilitación y cierre estimados 
para las minas Zortman and Landusky en Estados 
Unidos.

De acuerdo a los tres escenarios presentados, 
se estima que en los próximos años (entre 
2023 y 2038) el costo de reclamación promedio 
por mina en Guatemala, puede oscilar entre 
el 0.02 y el 0.21% del PIB; costos que resultan 
superiores a lo que los aportes tributarios 
directos representan en términos del PIB, entre 
2009 y 2015, el pago realizado por el sector 
minero, que incluye a todas las empresas 
mineras, en concepto de impuestos y regalías, 
ha representado un promedio 0.09% del PIB 
de cada año. En la Tabla 4, se puede apreciar 
el costo de cierre de cada proyecto en millones 
de quetzales y como porcentaje del PIB de cada 
año.

En el caso del proyecto Marlin I, se consideró 
que el cierre se realizará en 2028. En ese año, 
bajo el escenario A, los costos de reclamación 
serían de aproximadamente Q 570.0 millones, 
equivalente al 0.04% del PIB de ese año; en 
el escenario B, el costo rondaría los Q 788.6 
millones, que representarían el 0.06% del 
PIB; mientras que bajo el escenario C, con los 
mayores costos, la rehabilitación y cierre costaría 
Q 2,673.7 millones, es decir 0.21% del PIB.

En el ejercicio realizado, se consideró que la 
mina El Escobal, cerraría en el año 2038. En 
dicho año, los costos de rehabilitación y cierre 
podrían representar entre el 0.03 y el 0.14% del 
PIB, ya que dependiendo del escenario que se 
considere, el costo reclamación podría oscilar 
entre Q 843.3 y Q3,955.8 millones.

Proyecto Año de 
cierre

Millones 
de quetzales

Porcentaje 
del PIB

Millones 
de quetzales

Porcentaje 
del PIB

Millones 
de quetzales

Porcentaje 
del PIB

Xibalba 2023 164.0 0.02% 226.8 0.03% 769.2 0.09%

Marlin I 2028 570.0 0.04% 788.6 0.06% 2,673.7 0.21%

Proyecto 
minero Cerro 
Blanco

2032 508.4 0.03% 703.4 0.04% 2,385.0 0.14%

Proyecto VII 
Derivada

2036 780.0 0.03% 1,079.2 0.05% 3,659.2 0.16%

Escobal 2038 843.3 0.03% 1,166.7 0.04% 3,955.8 0.14%

Tabla 4 
Costo de cierre estimado de cada proyecto de acuerdo a escenarios, en millones de 

quetzales y como porcentaje del PIB de cada año (2023-2038) 

Fuente: Icefi/IBIS con base a datos del Catastro Minero del MEM.
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En un contexto de debilidad legal e institucional 
para la fase de cierres de los proyectos mineros, 
existe la posibilidad de que sea el Estado el 
que deba asumir en el futuro los costos de 
reclamación de las explotaciones mineras. El 
cierre de una mina puede ocurrir en cualquier 
momento del tiempo, debido a diferentes 

causas. Si durante 2016 el Estado debiera asumir 
los costos de rehabilitación y cierre de todos 
proyectos mineros de oro y plata vigentes, es 
decir cubrir los costos de reclamación de los 
82.2 kilómetros cuadrados que actualmente 
están concesionados, se necesitarían entre Q 1, 
463.2 y Q 6,863.7 millones. 

Costo de cierre estimado de cada proyecto de acuerdo a escenarios, 
como porcentaje del PIB de cada año (2023-2038) 

Fuente: Icefi/IBIS, con base en cifras del MEM
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Gráfica 1

Fuente: Icefi/IBIS estimaciones propias, con base en información del FMI, Copae/UUSC (2011), M&M Estudio Jurídico (s.f.) y 
BLM & DEQ (2002).

Escenario A B C

Costo de reclamación (millones de quetzales por kilómetro 
cuadrado)

17.8 24.6 83.5

Total de área concesionada en Guatemala (en kilómetros 
cuadrados)

82.2 82.2 82.2

Costo total de reclamación (en millones de quetzales) 1,463.2 2,024.3 6,863.7

Tabla 5 Escenarios de estimación de costos de reclamación 
de las explotaciones mineras en Guatemala (en valores de 2016)

Fuente: Icefi/IBIS estimaciones propias, con base en información del FMI, Copae/UUSC (2011), M&M Estudio Jurídico (s.f.) y BLM & DEQ (2002).
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Los costos de reclamación de las áreas mineras 
son altos en comparación con los recursos con 
los que cuenta el Estado de Guatemala. Si el 
proceso de recuperación y cierre debiera ser 
financiado por el Estado, sería necesario que, 
bajo el escenario A, se destinara a este proceso 
un monto de recursos equivalentes a 9.7 
veces el presupuesto del MARN, 19.7 veces el 
presupuesto del MEM, 3.2 veces el presupuesto 
asignado para la educación diversificada o 
22.6 veces el presupuesto destinado para la 
infraestructura de salud: además representaría 
3.8 veces lo que ha sido el aporte tributario 
por todas las empresas mineras durante 2014 y 
2015. 

En el escenario B, el monto de recursos 
requerido representaría 12.5 veces el 
presupuesto del MARN, 25.4 veces el del 
MEM, 4.2 el monto destinado la educación 
diversificada o 29.2 veces el presupuesto de la 
infraestructura en salud; asimismo significaría 
4.9 veces los ingresos tributario directos del 

sector minero. Al considerar el escenario C, la 
demanda de recursos aumentaría a tal punto 
que sería equivalente a 48 veces el presupuesto 
del MARN, 98 veces el del MEM, 16.2 veces el 
presupuesto de educación diversificada y 112.6 
veces lo que se destina a la infraestructura de 
salud, adicionalmente representaría 18.8 veces 
lo que el Estado percibe como aporte tributario 
directo de la minería.

Nuevamente se puede evidenciar que si el 
Estado de Guatemala se viera obligado a 
asumir los costos de rehabilitación de las 
explotaciones mineras, tendría ante sí una 
fuerte demanda de recursos financieros 
que, considerando el estado actual de las 
finanzas públicas, supondría o bien sacrificar 
los recursos destinados a otros programas, 
u optar porque la población, especialmente 
la de las comunidades locales, enfrente por 
cuenta propia los efectos negativos de una mina 
abandonada sin un debido proceso de cierre.

Recursos financieros para el cierre de minas como proporción 
de presupuestos de instituciones y programas específicos 

(2016)
Gráfica 2

Fuente: Fuente: Icefi/IBIS estimaciones propias, con base en cifras de la SAT y el Minfín.
*Promedio anual de los últimos dos años
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2.4	Los costos de rehabilitación y cierre  
y las fianzas de cumplimiento

Como se mencionó anteriormente, previendo la 
posibilidad de que el cierre de minas no se realice 
de manera adecuada o que la empresa incumpla 
sus compromisos para la fase de cierre, muchos 
países optan por establecer fianzas ambientales 
u otros instrumentos financieros como requisito 
para el otorgamiento del derecho minero. Si 
bien las metodologías de cálculo varían de país 
a país, el propósito es que permitan cubrir los 
costos de las medidas de rehabilitación, si la 
empresa no los asume.

En Guatemala, realizar e implementar un plan 
de cierre de minas está contemplado entre 
los compromisos ambientales que asumen las 
empresas, previo al otorgamiento de la licencia 
minera; otro requisito es que deben cancelar una 
fianza de cumplimiento de dichos compromisos 
al MARN, por conducto de la Digarn. 

En el caso particular de Mina Marlin, se reportó 
en 2010 el pago de una fianza de cumplimiento 
de los compromisos asumidos en el marco de la 
aprobación de la licencia ambiental. La fianza 
establecida por el MARN es de Q400,000.00, 
pero la empresa decidió incrementarla 
voluntariamente a Q3,000,000.00, siempre 
en favor del MARN. En el caso específico 
del proceso de cierre, la empresa reportó el 
pago de una fianza de un millón de dólares 

estadounidenses, con renovación anual, hasta 
que el MEM emita una resolución favorable al 
cierre técnico (Montana Exploradora Guatemala 
S.A., 2010).

Si el Estado de Guatemala se viera en la 
obligación de utilizar la fianza de un millón de 
dólares (aproximadamente Q7.69 millones), 
solo podría cubrir el 1.6% de los costos totales 
estimados por concepto de rehabilitación del 
proyecto.

La preocupación porque el monto de las fianzas 
resulte insuficiente para garantizar la cobertura 
de los costos derivados del cierre de la mina 
también se encuentra presente para el caso del 
proyecto de la mina El Escobal, ejecutada por 
Minera San Rafael S.A., subsidiaria de Tahoe 
Resources Incorporated. En una declaración 
pública, Amnistía Internacional anunciaba su 
preocupación sobre el hecho de que, en el marco 
del acuerdo con el MEM, la empresa ha otorgado 
una fianza de reclamo de un millón de dólares 
estadounidenses, lo cual difícilmente permitiría 
cubrir los costos de rehabilitación y cierre. En 
el mismo comunicado, Amnistía Internacional 
expresa su preocupación porque el período en 
el que la empresa está obligada a demostrar y 
monitorear que las medidas de cierre han sido 
exitosas es de únicamente tres años (Amnistía 
Internacional, 2013). En este sentido, se debe 
recordar que los impactos negativos del cierre 
de minas pueden manifestarse incluso décadas 
después de realizado el cierre oficial.
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Recuadro 1 Aporte tributario directo de la minería en Guatemala

El aporte tributario directo de la minería es el monto que pagan las empresas mineras por concepto de impuestos y rega-
lías, sin incluir la cantidad que las empresas pagan a nombre de terceros. Es decir, no incluye las retenciones de IVA e ISR 
que realizan a sus empleados y proveedores.

Entre 2014 y 2015, el Estado de Guatemala recibió un total de Q732.0 millones como pago de regalías e impuestos de par-
te de las empresas extractivas. Entre ambos años el aporte tributario directo de las empresas mineras experimentó una 
disminución del 21.7%, lo cual puede explicarse con la caída que ha presentado la producción minera desde el año 2012. 
En ninguno de los años el aporte tributario directo de las empresas mineras superó el 0.1% del PIB.

Concepto / impuestos 2014 2015

Derechos arancelarios de importación 1.7 3.2

Impuesto sobre la renta 327.8 226.9

Impuesto de solidaridad 38.1 53.7

Impuesto del timbre 0.3 0.1

Impuesto específico a la primera matrícula 0.5 0.3

Impuesto a la circulación de vehículos 0.6 0.8

Otros - -

Regalías al Estado 41.6 36.4

Aporte tributario directo 410.6 321.4

PIB minas y canteras 10,069.2* 8,461.3*

PIB total 454,862.8* 489,622.1*

Aporte tributario en términos del PIB 0.09% 0.07%

Carga tributaria del sector 4.08% 3.80%

Los datos observados reflejan una carga tributaria del sector minero del 4.08%, en 2014, y del 3.8%, en 2015. Es decir, 
en este último año, por cada Q100 producidos en el sector minas y canteras, el Estado guatemalteco recibió Q3.80 por 
concepto de impuestos y regalías.

Fuente: Icefi/IBIS, con cifras de la Superintendencia de Administración Tributaria (SAT),  
el Banco de Guatemala (Banguat) y el MEM 

	 *Cifras preliminares

Tabla 6
Composición del aporte tributario directo del sector 

minero, en millones de quetzales (2014-2015)
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Con el desarrollo de la minería industrializada, 
son recurrentes los efectos ambientales 
negativos derivados del abandono de minas 
o de minas con procesos de cierre que no se 
realizaron adecuadamente, o que carecen de 
control de las entidades gubernamentales 
reguladoras. En la actualidad no existe un 
consenso sobre la terminología a utilizar para 
denominar este tipo de efectos adversos de los 
proyectos extractivos. 

Uno de los conceptos más utilizados es pasivo 
ambiental minero (PAM), el cual «[…] hace 
referencia a los impactos negativos generados 
por las operaciones mineras abandonadas con o 
sin dueño u operador identificables y en donde 
no se haya realizado un cierre de minas regulado 
y certificado por la autoridad correspondiente. 
La referencia es extensiva a aquellos impactos 
que pueden causar los residuos (sólidos, 
líquidos y gaseosos) generados en el curso de 
las diferentes fases del proyecto minero, y que 
han sido depositados en presas de escombreras 
u otra forma de almacenamiento, sin un manejo 
ambientalmente apropiado» (Yupari, s.f.: 4).

Los PAM implican riesgos de seguridad y 
contaminación tanto para la salud de las 
personas, como para el medioambiente. Los 
impactos sobre el ambiente se deben a que 
entre los residuos de la actividad minera existen 
elementos tóxicos y metales pesados. En 
cuanto a la seguridad, la amenaza consiste en 
la posible inestabilidad de las instalaciones que 
permanecen luego del cierre de la mina.

En cuanto a lo ambiental, uno de los impactos 
más grandes es la contaminación tanto de aguas 
superficiales como subterráneas, debido a que 
hay muchas partes de una mina abandonada o 
cerrada que pueden ser fuente de emanaciones 
tóxicas; por ejemplo, las obras mineras, los tajos 
abiertos y las minas subterráneas. El suelo es 

otro recursos afectado por los PAM; en este 
caso, es posible que los efectos se reflejen en la 
erosión y degradación. En el aire, por su parte, los 
impactos negativos se manifiestan en el arrastre 
de material particulado, lo que a su vez puede 
constituir una fuente de contaminación del 
suelo y causante de enfermedades respiratorias 
y dérmicas en las poblaciones cercanas a las 
instalaciones de la mina. La degradación o 
pérdida de los ecosistemas acuáticos y terrestres 
puede reflejar, asimismo, los impactos de 
un PAM. Es posible que las personas de las 
comunidades cercanas a las instalaciones de 
una mina resulten igualmente afectadas por la 
existencia de un PAM, en especial si hacen uso 
de recursos naturales contaminados; el caso más 
recurrente es el consumo de agua de cuerpos 
de agua contaminados con substancias tóxicas. 
El desarrollo económico de las comunidades 
cercanas también puede limitarse ante la 
presencia de un PAM, ya que la degradación 
de los recursos puede ser de tal magnitud que 
impida el auge de otras actividades económicas 
en la zona (Cepal, 2008).

3.1	 ¿Quién es responsable  
de remediar un PAM?

En la mayoría de los casos relacionados 
con PAM, la identificación y atribución de 
responsabilidades están definidas en la ley; sin 
embargo, en ausencia de esta, estos procesos se 
pueden volver complejos.

Idealmente, quien ocasionó el daño debiera 
asumir los costos de remediar el PAM,6 es decir, 
el titular del derecho minero o los propietarios 
actuales de las minas. En el caso de que se 
presente una mina huérfana o sin titular 
identificable que asuma la responsabilidad, 
deberá ser el Estado quien asuma la 

3. LA AMENAZA DE LOS PASIVOS 
AMBIENTALES MINEROS

6	 La remediación tiene como objetivo disminuir el riesgo que representa un PAM, llevando la situación a niveles aceptables para el medio 
ambiente, la salud y la vida humana.
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responsabilidad de la remediación de los PAM, 
ya que fue este quien autorizó la realización de 
actividades mineras (Yupari, s.f.).

Ante estas complejidades, es necesario que los 
países cuenten con un sistema de gestión de 
pasivos ambientales que incluya, al menos, los 
siguientes elementos (BGR, 2004):

•	 Un marco legal que establezca el régimen de 
responsabilidad. Si la legislación se crea para 
afrontar PAM generados en el pasado, la ley, 
obligatoriamente, deberá tener un carácter 
retroactivo. Además, un marco regulatorio 
debe establecer claramente los estándares 
ambientales de calidad que aseguren la 
minimización de los riesgos que representa 
el PAM.

•	 Una fuente de financiamiento estable y 
confiable. Es preciso tener claridad acerca de 
la fuente de recursos que permitan remediar 
los PAM. Este financiamiento puede ser 
asumido por el contaminador, por el Estado, o 
mediante un sistema mixto en donde ambos 
aporten recursos (Renner et al., 2009).

•	 Institucionalidad pública con la capacidad de 
fiscalizar, vigilar y certificar los procesos de 
remedio de los PAM.

3.2	Valoración de los PAM

Establecer el valor de un PAM resulta una tarea 
compleja, que se enfrenta a dos desafíos: la 
inconmensurabilidad de valores y lo que se debe 
incluir en la evaluación.

En materia ambiental, la inconmensurabilidad 
de valores es una discusión de larga data que se 
refiere a la imposibilidad de reducir la expresión 
del valor de los daños ambientales producidos 
a unidades monetarias, cuando las dimensiones 
de la vida humana y natural han sido afectadas de 
diferentes y complejas formas (Martínez-Alier, 
Munda, & O’Neill, 1998). A manera de ejemplo, 
cabe preguntar ¿cuál es el valor monetario de 
la degradación de los ecosistemas acuáticos y 
terrestres que un PAM puede ocasionar?

Respecto a lo que se debe incluir en la valoración 
de un PAM debido a las complejidades de 
sus impactos, se estima que por lo menos se 
debe tomar en cuenta lo siguiente (Russi &  
Martínez- Alier, s.f.):
•	 El costo de remediar el PAM;
•	 El valor de la producción perdida a causa 

de la contaminación, es decir, la riqueza no 
producida;

•	 La estimación de un monto de compensación 
por los daños causados que son irreversibles.

3.3	Experiencias en la gestión de PAM

La generación de PAM no es reciente y ocurre 
con mayor frecuencia desde el desarrollo de la 
minería industrial. Debido a la naturaleza de 
las actividades mineras y de las instalaciones 
utilizadas, un PAM no necesariamente se 
manifiesta de manera inmedianta: en la mayoría 
de los casos, los efectos serán visibles años e 
inclusos décadas después del abandono o cierre 
de la mina. Es por ello que muchos de los países 
carecían de marcos regulatorios al momento de 
tener que enfrentar los efectos de un PAM, pero 
con base en la experiencia, estos países ahora 
cuentan con sistemas de gestión de PAM que, 
en primer lugar, buscan minimizar su ocurrencia 
y, en el caso de que se presente, minimizar los 
riesgos que su existencia implica.

3.3.1	 Estados Unidos

Estados Unidos cuenta con un amplio 
instrumental legal e institucional que regula la 
gestión de pasivos ambientales en el marco del 
Programa Superfund: Ley de Responsabilidad, 
Compensación y Recuperación (CERCLA, por 
sus siglas en inglés); Ley de Enmiendas y 
Reautorización del Superfund (SARA, por sus 
siglas en inglés); Lista de Priorización Nacional; 
Plan de emergencia nacional, y Sistema de 
Evaluación de Riesgos (HRS, por sus siglas en 
inglés) (Cepal, 2008).

La CERCLA establece los criterios para 
determinar sitios contaminados y los riesgos 
que representan, e identifica a los actores 
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que deben asumir la responsabilidad por los 
daños causados. Una vez reconocido un daño 
ambiental, se realizan los estudios técnicos 
necesarios para definir el plan para remediarlo, 
el cual se escoge en función de su efectividad, 
duración, reducción de la contaminación, 
protección de la vida y salud humana, costos 
y aceptación por parte de la comunidad. El 
responsable del daño ocurrido debe asumir los 
costos de restauración, daños a los recursos 
naturales y evaluación de riesgos para la salud.

Si el responsable no asume los costos, el 
financiamiento de las acciones proviene del 
llamado Superfund, un fideicomiso constituido 
en el marco de la implementación de la CERCLA 
que se financia, entre otras fuentes, mediante 
impuestos al sector extractivo y al sector químico 
y de aportes del gobierno federal.

3.3.2 Chile

Chile carece de un marco normativo e 
institucionalidad que permita una gestión 
eficiente de los mecanismos para remediar los 
PAM; tampoco existen instrumentos financieros 
adecuados para este mismo fin, y las instituciones 
gubernamentales del sector no disponen de la 
capacidad técnica para supervisar y gestionar 
los procesos.

Ante la ausencia de una normativa específica 
para la gestión de los PAM, la normativa 
nacional aplicable es la Ley 19.300 sobre Bases 
Generales del Medio Ambiente, que establece 
sanciones para aquellos que con intención y dolo 
causen daño ambiental. Esto se conoce como 
responsabilidad subjetiva, lo cual quiere decir 
que para que alguien asuma la responsabilidad 
de un daño ambiental, en este caso de un 
PAM, debe demostrarse que ese perjuicio fue 
ocasionado con culpa o dolo. Otra normativa 
aplicable es el Reglamento de Seguridad Minera, 
el cual regula el cierre de faenas mineras y exige 
la definición de medidas para la prevención, 
minimización y control de los riesgos y efectos 
negativos para el ambiente y para la salud y vida 
humanas, durante y después de la operación 
extractiva; su debilidad radica en que no 

considera la necesidad de exigir garantías para 
tales fines (Cepal, 2008).

En el año 2005, se creó en el marco del proyecto 
de cooperación técnica entre Chile y Alemania 
un anteproyecto de ley en la materia, cuyo 
borrador fue entregado al Ministerio de Minería 
en diciembre del mismo año.

3.3.3 Perú

Hasta 1993, la actividad minera en Perú se 
desarrolló en un contexto sin marco legal en 
materia ambiental, lo que generó acumulación 
de PAM en todo el territorio nacional. 

En 2004, Perú implementó la Ley Nº28271, que 
regula los pasivos ambientales de la actividad 
minera. Su propósito principal era iniciar con 
el remedio de los PAM. En 2005, esta ley fue 
reformada debido a que los titulares de los 
derechos mineros podían desligarse de su 
responsabilidad si renunciaban al derecho, 
ante lo cual el Estado asumía el compromiso y 
los costos de remediar el PAM. En ese mismo 
año se aprobó un reglamento en la materia 
que establece los mecanismos para determinar 
los PAM, identificar a los responsables y 
garantizar el financiamiento de los remedios 
correspondientes. El encargado de identificar a 
los responsables de los PAM es el Ministerio de 
Energía y Minas, por conducto de la Dirección 
General de Minería. De acuerdo con la ley, el 
Estado deberá asumir los costos de remediar los 
PAM si no es posible identificar al encargado de 
la mina, si el Estado es dueño de al menos dos 
tercios de la empresa responsable del PAM, o si se 
establece que el responsable de las acciones de 
remedio es incapaz financiera o técnicamente de 
ejecutarlas. Cuando el Estado deba remediar los 
PAM, las tareas de recuperación se financiarán 
con recursos del Fondo Nacional de Ambiente 
(Fonam) (Cepal, 2008).

3.3.4 Colombia

La legislación colombiana no aborda 
explícitamente la problemática de los PAM; sin 
embargo, existe la necesidad de estipular  áreas 
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afectadas por la actividad minera abandonada 
con el fin de proceder a la identificación de los 
PAM y tomar decisiones de remedio. De acuerdo 
con el marco legal, pueden presentarse dos 
escenarios al momento de definir sobre quién 
recae el compromiso de remediar un PAM 
(Arango & Olaya, 2012):

•	 El Estado es responsable si el PAM ocurre 
después del proceso de cierre de minas 
establecido en la Ley 685: Código de Minas. 
La responsabilidad del PAM recae sobre el 
Estado si este autoriza un plan de trabajo y 
obra (PTO) y aprueba un estudio de impacto 
ambiental (EIA), o un plan de manejo 
ambiental (PMA), y no hace seguimiento, 
control y vigilancia.

•	 El dueño u operario del título minero es 
responsable del PAM si no cumple con los 
compromisos legales y con las obligaciones 
comprendidas en el PTO y el EIA.

3.4	PAM en Guatemala

Al igual que en el caso del cierre de minas, 
la legislación guatemalteca no contempla la 
aparición de PAM derivados del abandono 
o clausura de proyectos extractivos, a pesar 
de que ello constituye un riesgo con grandes 
implicaciones ambientales en la fase posterior a 
dicho cierre.

En una resolución de acceso a la información 
pública, el MEM señaló que no cuenta con 
ninguna regulación sobre pasivos ambientales, ni 
caracterización alguna de lo que es un PAM, por 
lo que tampoco posee un registro o inventario 
de PAM existentes a la fecha. Por los mismos 

motivos, indicó que no hay ninguna persona 
asignada a la gestión de PAM en Guatemala. 
Además, señaló que la única preparación de 
dicha entidad ante la posible aparición de un 
PAM es la participación que en el año 2012 
tuvo un grupo de técnicos de la Dirección 
General de Minería y la Unidad de Gestión Socio 
Ambiental en una pasantía en México sobre 
el tema de pasivos ambientales (Guatemala, 
MEM, UIP, 2016). La información proporcionada 
no permitió establecer la entidad que impartió 
dicha pasantía, ni si los técnicos que participaron 
en ella aún forman parte de la institución o no.

El MARN, por su parte, tampoco cuenta con una 
normativa que indique la forma de gestionar 
pasivos ambientales, identificar responsables 
o establecer compromisos de la institución en 
cuanto a remediar los PAM. Sin embargo, sí 
posee una herramienta que puede permitir la 
identificación de PAM: la base de datos de la 
Digarn, la cual registra todos aquellos proyectos 
que tienen un instrumento ambiental de cierre 
de operaciones (aunque cabe mencionar que 
al solicitar los PAM registrados en la Digarn, 
se señaló que la base de datos no arroja 
ningún resultado positivo para esa búsqueda) 
(Guatemala, MARN, UIP, 2016)

Esta situación es alarmante, especialmente si 
se consideran las debilidades que el Estado 
guatemalteco tiene para gestionar y asegurar 
un adecuado proceso de rehabilitación y 
cierre de minas. Si el MEM y el MARN carecen 
de las herramientas necesarias para vigilar 
el proceso de cierre de minas, el riesgo de 
tener que enfrentar un PAM aumenta. Esto, 
además de tener implicaciones fiscales que 
mermarían aún más las finanzas públicas de 
Guatemala, también puede convertirse en un 
acelerador de conflictos socioambientales en las  
comunidades afectadas. 
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4. CONCLUSIONES
de vigilar y monitorear la implementación 
adecuada de las medidas de rehabilitación, 
así como la autoridad necesaria para imponer 
sanciones, de ser preciso.

•	 Transparencia en el manejo de la rehabilitación 
y cierre de la mina, de tal manera que tanto 
las empresas, como el Gobierno y la población 
conozcan las implicaciones ambientales y 
sociales, así como los costos de esta etapa, 
los responsables de cubrir dichos costos y 
los mecanismos que el Estado utiliza para 
garantizar que esas tareas se lleven a cabo.

Uno de los riegos que los Estados corren al 
no tener reglas claras que rijan el proceso de 
rehabilitación y cierre de minas es que los 
titulares de los derechos mineros no asuman sus 
responsabilidades, de manera que las medidas 
de rehabilitación y cierre deban ser financiadas 
con recursos públicos.

En Guatemala, la legislación vigente no es 
consecuente con las complejidades que las 
actividades mineras representan. Tanto la 
legislación minera como la legislación ambiental 
no establecen normativas para el proceso de 
rehabilitación y cierre de minas, no indican la 
obligatoriedad de las empresas de elaborar un 
plan de cierre desde las etapas tempranas de la 
vida del proyecto, ni el compromiso de estas de 
asumir los costos de implementación de dicho 
plan. 

El papel de las instituciones públicas 
guatemaltecas, especialmente del MARN y el 
MEM, durante la fase de cierre de minas, no 
se encuentra definido. En el caso del MARN, su 
rol es verificar que las empresas cumplan con 
los compromisos ambientales asumidos en el 
marco de la aprobación de los instrumentos de 
evaluación ambiental iniciales; sin embargo, el 
recurso humano y financiero con el que cuenta 
esta cartera no es suficiente para cumplir con 
esa tarea. El MEM, por su parte, no tiene un 
rol claramente definido y en la actualidad da 

Las actividades mineras tienen un ciclo de 
vida finito, que no se limita únicamente a la 
explotación de minerales. Una de las fases más 
importantes y a veces no tomada en cuenta es 
la rehabilitación y cierre de minas. El propósito 
de esta etapa es tratar de minimizar los impactos 
ocasionados al medio natural y tratar que el lugar 
explotado retorne, en la mediad de lo posible, 
a las condiciones ambientales y ecológicas 
similares a las existentes previo al desarrollo de 
las actividades extractivas.

Realizar un adecuado proceso de rehabilitación 
y cierre tiene una importancia fundamental, en 
el sentido de que de esa manera se previene la 
ocurrencia de impactos negativos en el ambiente, 
la sociedad, la salud y la seguridad, que pueden 
perdurar décadas e incluso siglos después del 
cierre de la mina, convirtiéndose en una carga 
para la empresa, la población y los Gobiernos de 
los países anfitriones de los proyectos extractivos.

A partir de las experiencias internacionales, se 
pueden identificar lecciones de buenas prácticas 
para implementar un adecuado proceso de cierre 
de minas:

•	 Existencia de un marco legal que establezca 
la planificación de la fase de cierre como 
requisito para el otorgamiento de los derechos 
mineros; los procedimientos, requisitos y 
estándares ambientales a cumplir en la fase de 
cierre; las responsabilidades de las entidades 
gubernamentales en esa fase; la necesidad 
de actualizar periódicamente el plan de 
cierre en función de cómo se desarrollen 
las actividades mineras; y mecanismos 
financieros que aseguren que se cuenta con 
los recursos necesarios para cubrir los costos 
de rehabilitación y cierre.

•	 Incluir en el proceso de planificación de 
cierre la participación de las comunidades y 
gobiernos locales.

•	 Contar con instituciones públicas fortalecidas, 
que tengan la capacidad técnica y financiera 
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seguimiento a un proceso de cierre de minas, 
pero carece de registros que permitan definir su 
participación en dicho proceso.

Ante las debilidades del marco legal e 
institucional, un proceso de cierre de minas 
puede tener implicaciones fiscales para el Estado 
de Guatemala.  Se estima que en los próximos 
años (entre 2023 y 2038) el costo de reclamación 
promedio por mina en Guatemala, puede 
oscilar entre el 0.02 y el 0.21% del PIB; costos 
que resultan superiores a lo que los aportes 
tributarios directos representan en términos del 
PIB, entre 2009 y 2015, el pago realizado por el 
sector minero, que incluye a todas las empresas 
mineras, en concepto de impuestos y regalías, 
ha representado un promedio 0.09% del PIB de 
cada año. 

Si un proceso de rehabilitación y cierre de minas 
no se realiza de manera adecuada, Guatemala 
corre el riesgo de, en el futuro, tener que 
enfrentarse a la aparición de pasivos ambientales 
mineros (PAM), que no son más que impactos 
negativos en el ambiente natural y la salud y 
seguridad humanas, derivados de elementos 
tóxicos de minas abandonadas o cerradas 
inadecuadamente. Ante el riesgo de ocurrencia 
de PAM, los países que deciden desarrollar 

industrias extractivas cuentan con una normativa 
que establece quiénes deberán asumir la 
responsabilidad de remediar estos pasivos, los 
instrumentos financieros mediante los cuales 
el Estado busca garantizar el financiamiento de 
estos procesos de remedio, y el papel de las 
instituciones públicas en la vigilancia de ello.

En el caso de Guatemala, no se cuenta con reglas 
claras que establezcan la forma de identificar 
PAM, quiénes deberán asumir los costos de 
remediarlos, las garantías financieras para ello, 
ni el papel de las instituciones públicas. Es decir 
que, en el contexto actual, si se presentara la 
existencia de un PAM, el Estado de Guatemala 
no tendría los medios legales para exigir que 
los titulares de los derechos mineros asuman el 
costo de remediar el pasivo, lo que provocaría 
que el Estado asumiera el financiamiento 
mediante recursos públicos.

Estas situaciones ponen en evidencia que 
Guatemala no tiene las capacidades ni legales, ni 
institucionales para la vigilancia y regulación de 
las actividades mineras, por lo que el desarrollo 
de estas actividades en el territorio nacional 
podría tener consecuencias ambientales, 
sociales y económicas irreversibles.
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Es urgente reformar el marco legal que regula 
las actividades mineras en Guatemala, de tal 
manera que se establezcan las reglas claras que 
los titulares de los derechos mineros deben 
cumplir en la fase de rehabilitación y cierre  
de minas.

El Estado debe realizar en el corto plazo, 
una evaluación de los costos de cierre de las 
explotaciones mineras vigentes, publicar y 
dar a conocer los resultados a la población e 
identificar las diferentes medidas para mitigar 
el riesgo financiero que representan para el 
Estado los costos de rehabilitación y cierre de 
minas y la remediación de PAM.

Un requisito para el otorgamiento de un 
derecho minero debiera ser la presentación de 
un plan de cierre de minas, que vaya más allá del 
esbozo general presentado en los instrumentos 
de impacto ambiental, y que defina todas y cada 
una de las medidas de rehabilitación, sus costos 
y la forma en que se gestionarán los recursos 
financieros que aseguren su implementación.

Se debe evaluar la manera de establecer el 
monto de las fianzas que las empresas pagan 
como garantía para el cumplimiento de sus 
compromisos ambientales y la implementación 
de sus planes de cierre, para que el monto 
a pagar esté acorde con los costos reales de 
rehabilitación y cierre.

El Estado debe explorar y evaluar diferentes 
alternativas de mecanismos financieros que 

permitan garantizar recursos suficientes para 
cubrir los costos de rehabilitación y cierre de 
minas, o el remedio de los PAM.

Debe fortalecerse la capacidad institucional de 
las entidades públicas directamente vinculadas 
con las actividades mineras —MEM y MARN, 
particularmente—para que cuenten con los 
recursos humanos, técnicos y financieros que 
les permitan monitorear y garantizar que el 
proceso de cierre de minas se realice de manera 
adecuada.

Es necesario incluir en la legislación nacional 
normativa que contemple la posible aparición de 
PAM, defina a los responsables de remediarlos, 
establezca los estándares mínimos que tales 
procesos de remedio deben cumplir, identifique 
los mecanismos de financiamiento para ello, y 
defina el papel de entidades públicas como el 
MEM y el MARN en la gestión de los PAM.

Ante los hallazgos del presente estudio y 
tomando en cuenta los estudios previos 
realizados por Icefi/IBIS en el marco del 
proyecto «Promoviendo la Transparencia Fiscal 
de las Industrias Extractivas en Guatemala», es 
urgente que el país establezca una suspensión 
en el otorgamiento de cualquier tipo de licencia 
y contrato extractivo e inicie un proceso de 
consulta, diálogo y consenso nacional en el que, 
con base en información objetiva, se discuta si 
las industrias extractivas deben formar parte, o 
no, del modelo de desarrollo del país.
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